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INFORME DE PONENCIA PARA PRIMER DEBATE
AL PROYECTO DE LEY NUMERO 177 DE 2007 SENADO
por la cual se expiden normas sobre la prohibición del uso del 
asbesto en todas sus variedades y se establecen medidas de pre-
vención, protección y vigilancia frente a los riesgos derivados de 
la exposición al asbesto en los lugares de trabajo y el ambiente 

en general.
Honorable Senador
JOSE DAVID NAME CARDOZO
Presidente Comisión Quinta
Senado de la República 
Ciudad
Señor Presidente y demás Senadores:
Por medio de la presente, muy comedidamente me permito ren-

dir ponencia para primer debate al Proyecto de ley número 177 de 
2007 Senado, por la cual se expiden normas sobre la prohibición 
del uso del asbesto en todas sus variedades y se establecen me-
didas de prevención, protección y vigilancia frente a los riesgos 
derivados de la exposición al asbesto en los lugares de trabajo y 
el ambiente en general, encargo que me hiciera la Mesa Directiva 
de la Comisión Quinta, y que fuera presentado en esta legislatura 
por la honorable Senadora Zulema Jattin Corrales.

1. Objeto y alcance del proyecto
El proyecto de ley objeto de la presente ponencia, tiene como 

-
haladas pueden llegar a localizarse en algunas partes del cuerpo 
humano, lleguen a causar enfermedades como la asbestosis, el 
mesotelioma pleural, el cáncer de pulmón o algún otro tipo de 
enfermedad.

La iniciativa consta de cuarenta (40) artículos, mediante los 
cuales se esbozan las disposiciones internacionales sobre prohi-
biciones para el uso del asbesto, incluida la producción, importa-
ción, distribución y venta de materiales para la construcción y/o 

fabricación, incluido el parque automotor, los cuales contengan 
cualquier tipo de asbesto o alguno de sus derivados; así mismo 
se indica los períodos de transición para que las empresas que los 
utilizan reconviertan sus procesos industriales, la responsabilidad 
de las personas naturales o jurídicas, el sancionamiento ambiental 
para estos efectos y los controles por parte de las autoridades. 

2. Desarrollo del proyecto
El asbesto, también llamado amianto, es un grupo de minera-

les -

ocurren en forma natural en el ambiente.

entrelazadas y resistir altas temperaturas, características para 
que el asbesto se haya usado en una gran variedad de productos 
manufacturados, principalmente en materiales de construcción
(tejas para techado, baldosas y azulejos, productos de papel y 
productos de cemento con asbesto), productos de fricción (em-
brague de automóviles, frenos, componentes de la transmisión), 

revestimientos. 
Antecedentes del uso del asbesto

Colombia cuenta con una mina que comercializa Crisolito, lo-
calizada en el corregimiento de Campamento en el departamento 
de Antioquia, de propiedad de los trabajadores y con un positivo 
impacto social en la comunidad donde está ubicada. Adicional 

doce mil (12.000) toneladas de asbesto, las cuales son utilizadas 

A pesar del uso del asbesto durante muchas décadas, no se 

en estadísticas reales anuales que nos permitan concluir cómo se 
-
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zados en particular por entidades de la salud, para citar el caso 
del Hospital Santa Clara1

número de trabajadores que desarrollaban procesos en los cuales 
se involucra el asbesto y se obtuvo que posiblemente 42 de los 

asociadas al asbesto, sin embargo, la muestra no fue continua y 

de asbesto se pueden producir alteraciones en la pleura, llama-
das placas. Las placas pleurales pueden ocurrir en trabajadores 
y ocasionalmente en gente que vive en áreas con altos niveles 
ambientales de asbesto. Los efectos de las placas pleurales sobre 

niveles más altos puede producir un engrosamiento de la pleura 

del asbesto es similar a cualquier sustancia peligrosa, todo de-

sus hábitos y características personales y la presencia de otras 
sustancias químicas.

Aún cuando muchas empresas en Colombia han venido reem-

estas también miradas en detalle pueden presentar problemas a la 
-

ridad necesarias causa enfermedades y dolencias al trabajador. 
También es común encontrar artículos donde se menciona que 

-
-

bras, muestran un tiempo de desarrollo de hasta 20 años desde la 
-

por el uso del asbesto hubiere sido la causa de la dolencia. 
-

blemente las posibilidades de contraer cáncer de pulmón. Por lo 

cancerígena debería dejar de fumar, esta puede ser la acción más 
importante en cuanto a prevención para mejorar su salud y dismi-
nuir el riesgo de contraer cáncer.

Antecedentes normativos
Se mencionan entre otros los siguientes artículos de la Cons-

titución Política de Colombia de 1991: Artículo 1°, mediante el 
cual se establece que Colombia es un Estado Social de Derecho; 

de proteger a todas las personas residentes en Colombia en su 
vida y demás derechos y libertades; artículo 5°, 11, 12, 48, 49 

deber del Estado de brindar bienestar general y mejoramiento de 
la calidad de vida de la población.

De acuerdo a la normatividad internacional se cuenta con el 
Convenio 162/86 de la OIT, adoptado en la 72 reunión de la Con-
ferencia General de la Organización Internacional del Trabajo, en 
Ginebra en el año de 1986, y que resalta la utilización del asbesto 
en condiciones de seguridad y la gradualidad para la instauración 
de reemplazar el asbesto por otro material. Este Convenio apro-
bado por varios países entre ellos Colombia, quien lo incorporó a 
1 Exposición de motivos, Proyecto de ley número 35 de 2007 Senado, el cual tiene

el mismo alcance del particular, cuyo autor es el honorable Senador Jesús Antonio
Bernal Amorocho.

su legislación mediante la Ley 436 de 1998, regula con precisión 
las seguridades que deben tenerse si una empresa utiliza asbesto. 
Es importante señalar aquí que en el marco de la convención 
de Ginebra de mayo de 2006, respecto del tema “Desarrollo de 
la estrategia global sobre seguridad y salud en el trabajo”, se 

con el objetivo de proteger la seguridad y la salud en el trabajo, 
con lo cual se adelantó una recomendación sobre el uso de las 
distintas formas de asbesto, determinando la no prohibición del 

la manipulación de la misma por parte de los trabajadores que la 
utilizan.

Adicionalmente, resulta pertinente informar que, en materia 
de asbesto, la Corte Constitucional mediante Sentencia C-493 de 
1998, realizó el análisis de Constitucionalidad del Convenio 162 
de 1986 sobre la utilización del asbesto en condiciones de segu-
ridad y de la Ley 436 de febrero 17 de 1998, “por medio de la 
cual se aprueba el Convenio 162 sobre la utilización del asbesto 

el Convenio como la ley aprobatoria.
Situación fáctica o real del proyecto

En buena medida, la tendencia hacia la adopción de legislacio-
nes o medidas para la prohibición plena del uso del asbesto, se 

-
cias de salud de los Estados Unidos (Administración de Salud 
y Seguridad de Salud Ocupacional (OSHA) y el Instituto de sa-
lud y Seguridad Ocupacional (NIOSH)) han establecido un nivel 

período de ocho (8) horas, se deduce que los países que utilicen el 
asbesto en sus procesos productivos deben contar con las normas 
de seguridad adecuadas y requeridas por el trabajador, supervi-
sadas por intermedio de los Comités de Salud Ocupacional de 
cada entidad y de las Instituciones Administradoras de Riesgos 
Profesionales.

Lo anterior se desvirtúa teniendo en cuenta que los proble-
mas asociados con los asbestos se derivan del uso indiscriminado 
en el pasado de los Anfíboles, cuando no se tenía claridad sobre 

ninguna protección a concentraciones que podrían alcanzar las 
-

centraciones actuales están más de 1000 veces por debajo de este 

envergadura que se ha adelantado para establecer concretamente 

por algunos organismos gubernamentales, esto es, por debajo de 

no es demostrable”.
En Colombia, hasta el momento no se tiene conocimiento de 

casos comprobados de cáncer o asbestosis en los trabajadores los 
cuales estén asociados con el uso del crisolito (tipo de asbesto 
mayormente utilizado en Colombia). Se cuenta con datos de las 

-
solito en nuestro país, las cuales pertenecen a importantes grupos 
económicos a saber: Toptec-Grupo Luker e Incolbestos-Grupo 

reportan problemas sobre el particular con sus trabajadores.
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mediante ley para el uso del asbesto (El Salvador, Honduras, Chi-
le, Uruguay, Argentina y parcialmente en Venezuela), en Colom-

es posible y viable, siempre y cuando se adelante un Reglamento 
Técnico que garantice el control de los posibles riesgos asociados 
al uso del asbesto, ante la imposibilidad de establecer un umbral 
seguro. 

-
tria durante la fabricación de productos que contienen asbesto 
o durante la revisión de frenos y embragues, o en el sector de 

los empleados en ambientes marítimos al renovar o desmantelar 
navíos construidos con materiales que contienen asbestos, los tra-

con materiales deteriorados, se debe cumplir en un todo con la 
Ley 436 de 1998 y mantener un control estricto en materia de 
salud ocupacional a los trabajadores que usen el asbesto con el 

cualquier otro tipo de enfermedad pulmonar o gástrica.

-

treinta (30) minutos. Así mismo, se deberá prohibir el rotar em-
pleados para poder cumplir con los requisitos de límites permisi-

2.
Para los trabajadores en labores en las que se prevé que los 

cabo un monitoreo periódicamente. En la industria en general, es 
necesario realizar el monitoreo inicial para los trabajadores que 

-

no deben ser mayores de seis (6) meses para trabajadores que 

-
tectora, como overoles, mono completo, gorra, guantes y calzado 

el uso de caretas, gafas de protección venteados u otro equipo de 

los ojos. Se deben instalar zonas de descontaminación y estable-
-

los empleados no pueden fumar en las áreas de trabajo en las que 
3.

Según la Central Unitaria de Trabajadores “CUT”, la Fede-
ración Internacional de Trabajadores del Amianto Crisolito “FI-
TAC”, el Sindicato Unico de Trabajadores de Materiales para 
2 Datos de la organización Mundial de la Salud.
3 Al respecto, debe tenerse en cuenta que el Ministerio de Trabajo y Seguridad

Social hoy Ministerio de la Protección Social a través de Resolución 00935 del
15 de mayo de 2001, conformó una Comisión Nacional de Salud Ocupacional 
sector asbesto, como organismo operativo de las políticas y orientaciones del
Sistema General de Riesgos Profesionales, en relación con el uso, manejo, utiliza-
ción, manipulación, y mecanismos de control de los riesgos derivados del asbesto,

sistemas de vigilancia epidemiológica, sopesando cualquier inconsistencia que se
presente en la industria colombiana respecto del asbesto.

Construcción “Sutimac”, la Federación de Trabajadores Mineros 
y Metalúrgicos “Fentramiergética”, el Sindicato de Trabajadores 
de Minera las Brisas “Sintramineral Asbrisas”, en comunicado de 
septiembre 5 de 2007 dirigido al Presidente de la Comisión Quin-

relación con el tema que nos ocupa:
 “En Colombia desde hace más de 20 años la industria de As-

besto-cemento y de fricción vienen trabajando únicamente con 
crisolito, utilizando altos estándares de seguridad en el trabajo 

-
medades en los trabajadores o en la comunidad, asociada con 
la utilización de estos productos, para información de los miem-
bros de la Comisión Quinta a los trabajadores que laboran en el 
sector y en cumplimiento del Programa de Salud Ocupacional 
se someten periódicamente a rigurosos exámenes de control y 
seguimiento de su estado de salud, sin que hasta el momento se 
hayan presentado problemas relacionados con el manejo de esta 

Del presente análisis se desprende que al no estar comprobado 

afectan la salud humana, no se puede concluir que se vulnere 
ninguna norma constitucional o legal. Por lo tanto, “Si se tienen 
en cuenta las normas anteriores es viable el uso del asbesto, en 

-
mento-Antioquia). La decisión entre reglamentar o prohibir un 

-
4

Además de lo anterior, prohibir el asbesto en todas sus formas, 
incluido el crisotilo como se pretende en este proyecto, generaría 
además un costo social para los trabajadores despedidos, afec-
tando entre otros, el sector de la construcción y las empresas que 
tendrían que hacer una reconversión que genera costos impor-

-

nueva materia prima, que posiblemente sería más costosa y de la 
cual no se conocen sus efectos sobre la salud humana; aparte del 
tiempo y esfuerzo que puede implicar un proceso de sustitución 
industrial que afecta a todo el país.

Determinar cuánto le cuesta a las empresas y al Ministerio de 
la Protección Social mantener la mano de obra producto de la 
reconvención y determinar de dónde provendrían dichos recursos 
de una manera viable y certera, podría contravenir el artículo 7º 
de la Ley 819 de 2003.

3. Proposición
Basado en las precedentes consideraciones, rindo ponencia 

negativa al Proyecto de ley número 177 de 2007 Senado, por la 
cual se expiden normas sobre la prohibición del uso del asbesto 
en todas sus variedades y se establecen medidas de prevención, 
protección y vigilancia frente a los riesgos derivados de la ex-
posición al asbesto en los lugares de trabajo y el ambiente en 
general.

Atentamente,
Honorable Senador Oscar Reyes Cárdenas,

Ponente.
4 Documento “la verdad sobre los diferentes tipos de asbesto”, emitido por el Sindi-

cato Unico de Trabajadores de Materiales para Construcción (Sutimac), en  agosto
de 2007.
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OBJECIONES PRESIDENCIALES AL PROYECTO 
DE LEY NUMERO 026 DE 2007 SENADO, 

121 DE 2007 CAMARA
por la cual se adiciona un inciso al artículo 204 de la Ley 100 

Bogotá, D. C., 4 de enero de 2008
Doctora
NANCY PATRICIA GUTIERREZ CASTAÑEDA
Presidenta
Honorable Senado de la República
Ciudad
Respetada señora Presidenta:
Sin la correspondiente sanción ejecutiva, el Gobierno Na-

cional devuelve por razones de inconstitucionalidad el Proyec-
to de ley número 026 de 2007 Senado, 121 de 2007 Cámara, 
por la cual se adiciona un inciso al artículo 204 de la Ley 100 

.
El mencionado proyecto fue presentado al Congreso de la 

República por iniciativa del Gobierno Nacional.
Los motivos que conducen a objetar únicamente el artículo 

1° del proyecto se señalan a continuación:
RAZONES DE LA OBJECION 

POR INCONSTITUCIONALIDAD
1. Violación del artículo 154 de la Constitución Política
El inciso 2° del artículo 154 de la Constitución Política dis-

pone que “sólo podrán ser dictadas o reformadas por iniciativa 

11 y 22 y los literales a), b) y e), del numeral 19 del artículo 
150; las que ordenen participaciones en las rentas nacionales o 
transferencias de las mismas; las que autoricen aportes o sus-
cripciones del Estado a empresas industriales o comerciales y 

-
sas nacionales”. Bajo los anteriores lineamientos, el Gobierno 
Nacional, por intermedio del Ministro de  Hacienda y Cré-
dito Público y el Ministro de la Protección Social, tal y como lo 
indica la Gaceta número 345 de 2007, presentó al Congreso el 
proyecto de ley que nos ocupa. Sin embargo, lo que inicialmen-
te se pretendió con dicha iniciativa no corresponde a lo apro-
bado por los honorables Congresistas, valga decirlo, la versión 
aprobada del Proyecto de ley número 026 de 2007 Senado, 121
de 2007 Cámara que hoy se revisa para sanción, no contó con 
el aval por parte del Gobierno.

-
no Nacional presentó el proyecto de ley a consideración del 
Congreso de la República, con el propósito de redistribuir el 
impacto que se generó con el incremento en 0.5 puntos de la 
cotización para salud ordenado por la Ley 1122 de 2007 sobre 
los ingresos de los pensionados. La fórmula presentada por el 
Gobierno reducía el impacto del incremento establecido por la 
Ley 1122 de 2007 para algunos pensionados, los dejaba igual 
para otros y los incrementaba para los restantes.

De acuerdo con las proyecciones realizadas, el incremento 
de los 0.5 puntos porcentuales en la cotizaciones de solidaridad 

-
ría recursos del orden de $70 mil millones al año, los cuales 

cobertura universal en salud. Es por ello, que la propuesta del 
Gobierno buscaba hacer una redistribución de ese incremento 
al interior de los pensionados sin afectar este monto.

Aunque el impacto de este mayor aporte de solidaridad en la 
forma diferencial en que se radicó la propuesta por el Gobier-
no representa la cifra mencionada, individualmente el impacto 
no resultaba sustancial, pues el aporte adicional propuesto iba 
desde $1.928 al mes hasta $75.642 para quienes devengan más 
de veinticinco (25) smlm, en este último caso representando 
menos del 1% de su ingreso mensual. En otras palabras, se bus-
caba un mayor aporte de solidaridad de aquellos pensionados 
que a su vez reciben un mayor subsidio del Estado para el pago 
de sus mesadas pensionales.

trámite ante el Congreso de la República, que condujeron a que 
tanto las Comisiones Conjuntas Constitucionales como las ple-
narias de cada Cámara se apartaran de la propuesta del Gobier-
no Nacional de establecer aportes diferenciales, y en cambio, 
aprobaron la eliminación del incremento del 0.5% ordenado 

por el Gobierno durante todas las etapas del trámite legislati-
vo, pues siempre se manifestó que dicha supresión resultaba 
totalmente inconveniente toda vez que comprometía las me-
tas de cobertura universal planteadas por el mismo Congreso 

dado que el Régimen Subsidiado en Salud estaría dejando de 
percibir recursos anuales por cerca de $70 mil millones y por 

dicho Régimen de 300.000 personas pobres y vulnerables, sin 
capacidad de pago.

De esta forma, se desvirtuó la iniciativa gubernamental sin 
el necesario aval del Gobierno Nacional, pues ciertamente las 
cotizaciones que hacen los usuarios al Sistema General de Se-

-

por la Corte Constitucional:
“Según las características de la cotización en seguridad so-

cial, , distinta de 
los impuestos y las tasas. En efecto, constituye un gravamen 

obligatoria a un grupo de personas cuyas necesidades en salud 
se satisfacen con los recursos recaudados, pero que carece de 
una contraprestación equivalente al monto de la tarifa. Los 
recursos provenientes de la cotización de seguridad social no 
entran a engrosar las arcas del presupuesto nacional, ya que 

1.
Asimismo, y en la misma línea, la Corte señaló en Senten-

cia C-1707 de 2000, M. P. Cristina Pardo Schlesinger, lo que 
sigue:
1 Corte Constitucional. Sentencia C-577 de 1995. M. P. Fabio Morón Díaz.

O B J E C I O N E S  P R E S I D E N C I A L E S
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“... es de interés señalar que, siguiendo el criterio herme-
néutico sentado por esta Corporación a lo largo de su extensa 
jurisprudencia, los recursos que ingresan al Sistema de Segu-
ridad Social en Salud, llámense aportes, cuotas moderadoras, 

-
-

, en cuanto constituyen un gravamen, fruto de la 

determinadas personas para satisfacer sus necesidades de sa-
lud y que, al no comportar una contraprestación equivalente al 

.
(Subrayas propias).

Así también, en la Sentencia C-821 de 2001, M. P. Jaime 
Córdoba Triviño, trascrita en Sentencia C-1040 de 2003, M. P. 
Clara Inés Vargas, estableció la Corte Constitucional que:

“Los recursos del Sistema de Seguridad Social en Salud son 

establecen para aumentar la cobertura en la prestación del 
servicio de salud

.

En estas condiciones, si bien el Gobierno Nacional fue quien 
presentó el proyecto de ley a consideración del Congreso de la 
República, nunca avaló los sustanciales cambios introducidos 
por cada Cámara al artículo 1° de la iniciativa, lo cual se re-
quiere en estos casos como lo ha señalado la jurisprudencia de 
la honorable Corte:

“... debe aclararse que la iniciativa legislativa guberna-
mental no se circunscribe al acto de la mera presentación del 
proyecto de ley como en principio pareciera indicarlo el artí-
culo 154 Superior. En realidad, teniendo en cuenta el funda-
mento de su consagración constitucional, cual es el de evitar 
que se legisle sin el conocimiento y consentimiento del Ejecu-
tivo sobre materias que comprometen aspectos propios de su 
competencia, dicha atribución debe entenderse como aquella 
función pública que busca impulsar el proceso de formación 
de las leyes, no sólo a partir de su iniciación sino también 
en instancias posteriores del trámite parlamentario. Entonces, 
podría sostenerse, sin lugar a equívocos, que la intervención 

trámite y aprobación de un proyecto de ley de iniciativa reser-
vada, constituye una manifestación tácita de la voluntad legis-
lativa gubernamental y, desde esa perspectiva, tal proceder se 
entiende inscrito en la exigencia consagrada en el inciso 2° del 

2.
Desarrollando lo anterior, ha dicho la Corte, entonces, que 

la iniciativa legislativa en cabeza del Gobierno Nacional no 
consiste únicamente en la presentación inicial de propuestas 
ante el Congreso de la República en los asuntos enunciados en 
el artículo 154 de la Carta:

“sino que también comprende la expresión del consenti-
miento o aquiescencia que el Ejecutivo imparte a los pro-
2

yectos que, en relación con esas mismas materias, se es-
tén tramitando en el órgano legislativo 3 y que “como lo 
ha explicado la Corte, el requisito señalado en el segundo 
inciso del artículo 154 Superior no necesariamente debía 

del proyecto o de las proposiciones tendientes a modificarlo 
sino que bastaba la manifestación de su aval a las mismas 
durante el trámite del proyecto 4. (Todas las subrayas fuera 

Teniendo en cuenta que el Gobierno Nacional no sólo nun-
ca otorgó su aval para lo hoy estipulado en el artículo 1° del 
proyecto de ley, sino que manifestó a través de la Viceministra 
General del Ministerio de Hacienda y Crédito Público en sus 
intervenciones en las sesiones de las Comisiones Conjuntas y 
de las respectivas Plenarias su desacuerdo con dicha disposi-
ción, es claro, por lo tanto, que lo establecido en el artículo 1°
de la iniciativa es inconstitucional.

“... ha de concluirse que cuando la iniciativa legislativa ra-
-

valide –en los casos en que haya tenido lugar a instancia de 
otros actores políticos–, los proyectos de ley que tramite el 
Congreso de la República resultan contrarios a la Constitu-
ción Política, pues contravienen la exigencia contenida en su 
artículo 154 inciso 2° que le restringe al Parlamento la com-
petencia para comenzar a su arbitrio, el proceso formativo de 
leyes que desarrollen las materias previstas en el dispositivo 
citado, entre otras, las que decreten exenciones de impuestos, 

5. (Subrayas y negrillas 
propias).

2. Violación del artículo 48 de la Constitución Política
El artículo 48 Superior consagra que “la Seguridad Social es 

un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo 
la dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a 

términos que establezca la ley”: El principio de solidaridad ha 
sido delimitado por la Corte Constitucional:

“el deber-derecho de solidaridad corre a cargo y a favor 
de cada miembro de la comunidad6, constituyéndose en pa-
trón de conducta social de función recíproca, adquiriendo una 
especial relevancia en lo relativo a la cooperación de todos 
los asociados para la creación de condiciones favorables a la 
construcción y mantenimiento de una vida digna por parte de 
los mismos 8. Asimismo, ha establecido que “en el ámbito de 
nuestro ordenamiento jurídico discurren múltiples expresiones 
de la solidaridad, siendo pertinente destacar, entre otras las 
siguientes: (i) (...); (ii) la que le atañe a las personas frente al 

-
nes del Estado dentro de conceptos de justicia y equidad; (iii) 

9. (Subrayas propias).
De igual manera la Corte ha establecido que “como se ha 

-
tación del servicio de salud, supone una redistribución de los 
3 Corte Constitucional. Sentencia C-354 de 2006. M. P. Alvaro Tafur Galvis.
4 Corte Constitucional. Sentencia C-370 de 2004. MM. PP., Jaime Córdoba Triviño

y Alvaro Tafur Galvis.
5

6 Sentencia C-333 de 1993. Cita de la Corte.
7 Sentencia T-434 de 2002. Cita de la Corte.
8 Corte Constitucional. Sentencia C-459 de 2004. M. P. Jaime Araújo Rentería.
9 Ibídem.
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recursos, económicos, administrativos, humanos, instituciona-
les, etc., con que cuenta el Sistema de Seguridad Social en Sa-
lud, para que todos puedan tener acceso al mismo y obtener la 
atención en los distintos niveles referidos; esto, en un Estado 
con limitaciones económicas como el nuestro, donde la carga 

-
mina que la sociedad y los particulares participen, en la medi-
da de su capacidad económica individual y con esfuerzo en la 
misma, para poder ofrecer a todos el servicio en condiciones 
que realcen su dignidad humana y permitan destinar una espe-
cial atención y protección de las personas menos favorecidas. 
La vigencia de un esquema de participación de la sociedad en 
los cometidos estatales de orden social, así diseñado, facilita 
la realización material de un orden justo, basado en el respeto 
a la dignidad humana, mediante la efectividad del compromi-
so solidario por parte de todos 10. (Subrayas y negrillas fuera 

la iniciativa bajo estudio vulnera el principio de solidaridad 

la cobertura universal que debe lograrse de acuerdo con la Ley 
1122 de 2007 del Régimen Subsidiado del Sistema General 
de Seguridad Social en Salud, aún teniendo la obligación de 

igualmente importante y críticamente vulnerable, si se tiene en 
cuenta que con los recursos contemplados por el artículo 204 

la cobertura universal del Régimen Subsidiado de Salud, esto 
es, la posibilidad de acceso a servicios de salud por parte de la 
población más pobre y vulnerable del país.

En otras palabras, y siguiendo el Comunicado de Prensa del 
21 de noviembre de 2007 en el que se da a conocer el sentido 
del Fallo C-1000 de 2007, M. P. Humberto Sierra Porto, “la 
Sala observó que si bien es cierto que los pensionados son su-
jetos de especial protección por parte del Estado, también lo es 

-
nes en salud cuyo fundamento descansa en el principio de so-
lidaridad. Para la Corte, el incremento del 0.5% de la cotiza-
ción a la seguridad social en salud a cargo de los empleadores 
y de los pensionados constituye una medida legítima, ajustada 
a la Constitución, como quiera que contribuye a la sostenibi-
lidad del sistema y por ende, a garantizar el cumplimiento de 

 (Subrayas 

3. Violación del artículo 13 de la Constitución Política
El artículo 1° del proyecto de ley en comento también viola 

el principio de igualdad contenido principalmente en el artícu-

pago del 0.5% adicional al 12% sobre el monto de la mesada 
pensional como cotización al Sistema General de Seguridad 
Social en Salud a todos los pensionados.

población del pago, pues como arriba se estableció, la Corte 
declaró ajustado a la Constitución el incremento del 0.5% dis-
puesto en la Ley 1122 de 2007. Aún más, consideró esta una 

la universalización de la cobertura de los servicios de salud. 
10 Corte Constitucional. Sentencia C-548 de 1998. M. P. Hernando Herrera Vergara.

De esta manera, todas las personas y ciudadanos tienen el de-

Estado, no obstante la observancia del principio de equidad, el 

iniciativa viola lo anterior, pues otorga privilegios a un sector 
-

quier motivo legítimo para ello, poniendo en una situación de 
desigualdad a aquellas personas que no siendo pensionadas, 
deben cotizar el 12.5% al Sistema General de Seguridad Social 
en Salud frente a quienes, por el simple hecho de ser pensiona-
dos, deben pagar sólo el 12%.

Ha dicho la Corte Constitucional que “el principio gene-
ral de igualdad prohíbe el trato diferente frente a supuestos 
iguales, pero permite y autoriza tratamientos distintos cuando 

11. Siguiendo lo anterior, se tie-
ne que las situaciones de aquellos quienes son pensionados y 
de quienes no lo son, desde un punto de vista económico, son 

-
nado, el que deben destinar a su manutención y la de los suyos. 

mencionado a todos los pensionados, pues también ellos tienen 

tienen menos gastos que la población activa, por ejemplo los 
trabajadores independientes, los cuales deben asumir íntegra-
mente el mencionado incremento de solidaridad. En esa me-
dida, los pensionados deben contribuir con las cargas y costos 
del Estado, tal y como se estableció arriba, dentro del marco 
del principio de solidaridad y del artículo 95 Superior.

Ahora bien, cosa distinta es considerar establecer cotizacio-
nes diferenciadas en razón al ingreso que perciben los pensio-
nados, de tal manera que cada uno aporte de acuerdo con su 
capacidad económica, tal y como lo propuso el Gobierno Na-
cional en su momento. En efecto, en Sentencia C-542 de 1998, 
la Corte estipuló que “se garantiza a todos los habitantes el 
derecho irrenunciable a la seguridad social, de tal manera que 
a estos corresponde la participación en el costo de la misma 
para garantizar la ampliación gradual de la cobertura, dentro 

y solidaridad; de ahí que, los pagos correspondientes deben te-
-

lo que es ajeno al concepto de antigüedad12 .
Por lo anterior, lo establecido en el artículo 1° de la inicia-

tiva se constituye en una medida desigual e inequitativa, razón 
por la cual no se compadece con lo establecido en la Carta 
Política.

Reiteramos a los honorables Congresistas nuestros senti-
mientos de consideración y aprecio.

Cordialmente,
ÁLVARO URIBE VÉLEZ

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,
Oscar Iván Zuluaga Escobar.

El Ministro de la Protección Social,
Diego Palacio Betancourt.

11 Corte Constitucional. Sentencia C-078 de 2006. M. P. Manuel José Cepeda Espinosa.
12
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El Congreso de Colombia
-

ración Judicial en Materia Penal entre la República de Colombia y 
el Reino de España, de 29 de mayo de 1997”, suscrito en Madrid, 
a doce (12) de julio de dos mil cinco (2005), que a la letra dice:

Instrumento Internacional mencionado).
PROTOCOLO ADICIONAL AL CONVENIO DE COOPERA-
CION JUDICIAL EN MATERIA PENAL ENTRE LA REPUBLICA 
DE COLOMBIA Y EL REINO DE ESPAÑA, DE 29 DE MAYO 

DE 1997.
La República de Colombia y el Reino de España, en adelante 

las Partes,
Destacando la importancia de actualizar el Convenio de Co-

operación Judicial en Materia Penal celebrado entre el Reino de 
España y la República de Colombia de 1997, tendiente al desarrollo 
de nuevas formas de cooperación judicial.

Resaltando el memorandum de entendimiento suscrito en 
Cartagena de Indias el 29 de Octubre de 2004 por el Ministro de 
Justicia de España y el Fiscal General de la Nación de la República 
de Colombia, así como la constitución, en la misma fecha, de la 
Red Iberoamericana de Cooperación Judicial (IberRed).

Expresando
de sus respectivos sistemas jurídicos y en la capacidad de garan-
tizar un juicio justo

Señalando el interés común de asegurar que la asistencia judi-
cial entre las Partes se lleve a cabo de manera oportuna y de forma 
compatible con los principios fundamentales de sus ordenamientos 
jurídicos internos y respetando los derechos reconocidos a todas 
las personas.

Conscientes de la necesidad de mejorar y perfeccionar los 
mecanismos tradicionales de asistencia judicial internacional 

-

insumos químicos para elaboración de sustancias que produzcan 
dependencia.

Considerando que la cooperación internacional constituye una 

sus manifestaciones.
En observancia de las normas constitucionales, legales y ad-

ministrativas de las Partes, así como el respeto a los principios de 
Derecho Internacional, de soberanía e integridad territorial,

Han convenido:
CAPITULO I

Disposiciones generales
Artículo 1°. Relación con otros convenios de asistencia judicial. El 

presente Protocolo tiene por objeto complementar las disposiciones 
y facilitar la aplicación entre el Reino de España y la República de 
Colombia, del Convenio de Cooperación Judicial en Materia Penal 

de 29 de mayo de 1997, sin perjuicio de acuerdos multilaterales que 

Artículo 2°. Ambito de aplicación.

solicitudes de asistencia judicial que se cursen entre las Partes, 

de dinero y blanqueo de capitales, delitos cometidos por una orga-

2. A efectos del presente Protocolo, se entenderá por terrorismo, 

internos de cada una de las Partes, así como aquellas conductas 
contempladas como actos terroristas, en instrumentos internacio-
nales vigentes para ambas Partes.

3. A efectos del presente Protocolo, se entenderá por “organiza-
ción delictiva” una asociación estructurada de más de dos personas, 
establecida durante un cierto periodo de tiempo, y que actúe de 

indebida en el funcionamiento de la autoridad pública.
4. A efectos del presente Protocolo se entenderá por delitos de 

-

jurídicos internos de cada una de las Partes, así como las conductas 

para ambas Partes.
Artículo 3°. Trámites y procedimientos para la ejecución de las 

solicitudes de asistencia judicial.
1. En los casos en los que se conceda la asistencia judicial, la 

Parte requerida cumplirá la asistencia de acuerdo con las formas 
y requisitos especiales indicados en la solicitud, a menos que sean 
incompatibles con el presente Protocolo o con su ordenamiento 
jurídico fundamental.

2. La Parte requerida ejecutará la solicitud de asistencia a la 
brevedad posible teniendo en cuenta los plazos procedimentales 
indicados por la Parte requirente.

3. Si la solicitud no puede ejecutarse total o parcialmente, la Parte 
requerida deberá informar de ello a la Parte requirente, indicando 
además los términos en los que puede ser cumplida la asistencia.

Artículo 4°. Intercambio espontáneo de información.
1. Con las limitaciones impuestas por el derecho interno, las auto-

ridades competentes de ambas Partes podrán suministrar información, 
sin que medie solicitud alguna al respecto, acerca de infracciones pe-
nales y de infracciones de disposiciones legales, que razonablemente 
se entienda puedan ser perseguidas por la Parte receptora.

2. La autoridad que proporcione la información podrá imponer 
condiciones a la utilización de la información por la autoridad 
receptora, de conformidad con su derecho interno.

L E Y E S   S A N C I O N A D A S

LEY 1179 DE 2007
(diciembre 31)

por medio de la cual se aprueba el “Protocolo adicional al Convenio de Cooperación Judicial en Materia 

suscrito en Madrid, a doce (12) de julio de dos mil cinco (2005).
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CAPITULO II

Artículo 5°. Protección de testigos y peritos en investigaciones 
y causas penales.

1. Con las limitaciones impuestas por el derecho interno y cuando 

ambas Partes, una persona que haya sido incorporada por la auto-
ridad nacional competente como testigo o perito protegido en una 
investigación o una causa penal, podrá ser admitida en los programas 
de protección de testigos y peritos de la otra Parte.

2. El traslado y sostenimiento del protegido, será acordado entre 
las autoridades competentes a través de las autoridades centrales.

Artículo 6°. Utilización de medios técnicos.
1. Cuando una persona que se halle en el territorio de una de 

las dos Partes deba ser oída como testigo o perito por las autorida-
des judiciales de la otra Parte, esta última, en caso de que no sea 
oportuno o posible que la persona a la que se deba oír comparezca 
personalmente en su territorio, podrá utilizar los medios que la 
tecnología ofrezca y con los que cuente cada Parte, a efecto de 

2. Si la Parte requerida no dispone de los medios técnicos nece-
sarios para una videoconferencia, la Parte requirente podrá ponerlos 
a su disposición, previo acuerdo.

3. La audición por videoconferencia se regirá por las siguientes 
disposiciones:

a) Durante la audición estará presente una autoridad judicial de 

ser oída y de velar por el respeto de los principios fundamentales 
del derecho interno de la Parte requerida. De ser necesario contará 
con la asistencia de un intérprete.

Cuando la autoridad judicial de la Parte requerida considere 
que durante la audición se están infringiendo los principios funda-
mentales de su ordenamiento interno, adoptará inmediatamente las 
medidas necesarias para garantizar la continuación de la audición 
de conformidad con los citados principios;

b) Las autoridades competentes de las Partes convendrán, cuando 
sea necesario, en la adopción de medidas para la protección de la 
persona que deba ser oída;

c) La audición será efectuada directamente por la autoridad 
judicial de la Parte requirente o bajo su dirección, con arreglo a su 
ordenamiento interno.

4. Sin perjuicio de las medidas acordadas para la protección 

la Parte requerida levantará acta de la declaración, indicando la 
fecha y lugar de la audición, la identidad de la persona oída, la 
identidad y calidad de cualesquiera otras personas de la Parte 
requerida que hayan participado en la audición, las prestaciones 
de juramento, en su caso, y las condiciones técnicas en las que se 
haya tomado la declaración. La autoridad competente de la Parte 
requerida transmitirá dicho documento a la autoridad competente 
de la Parte requirente.

5. Las autoridades centrales acordarán previamente las condi-
ciones en que se asumirán los costos de la videoconferencia.

6. Las Partes podrán, si lo consideran oportuno, aplicar igual-
mente las disposiciones del presente artículo, cuando sea apropiado 
y con el acuerdo de sus autoridades competentes, a la audición 
por videoconferencia de un acusado. En este caso, la decisión de 
mantener la videoconferencia y la forma en que ésta se lleve a 
cabo, estarán supeditadas al acuerdo de las Partes de conformidad 
con su derecho interno y con los correspondientes instrumentos 
internacionales.

Artículo 7°. Entregas vigiladas.
1. Las Partes se comprometerán a permitir en sus territorios, en 

la medida que lo permita su ordenamiento jurídico fundamental, 
y a petición de la otra Parte, entregas vigiladas en el marco de in-
vestigaciones penales.

2. La decisión relativa a la realización de entregas vigiladas la 
tomará en cada caso la autoridad competente de la Parte requerida, 
en virtud de su ordenamiento interno.

3. Las entregas vigiladas se efectuarán de conformidad con los 
procedimientos vigentes en la Parte requerida. La competencia de 
actuación, así como la dirección y el control de las operaciones, 
recaerá en las autoridades competentes de dicha Parte.

Artículo 8°. Equipos conjuntos de investigación.
1. Las autoridades competentes de ambas Partes podrán, de 

acuerdo a su ordenamiento jurídico fundamental, integrar comi-

establecido, que podrá ampliarse con el consentimiento de am-
bas, para llevar a cabo investigaciones penales en el territorio 
de una de ellas. La composición del equipo se determinará en 
el acuerdo de constitución del mismo. Podrán crearse equipos 
conjuntos de investigación en los siguientes casos:

a) Cuando la investigación de infracciones penales que adelante 
una Parte, revista complejidad y afecte también a la otra;

b) Cuando se realicen investigaciones sobre infracciones penales 
que, debido a las circunstancias del caso, requieran una actuación 
coordinada y concertada. Cualquiera de las dos Partes podrá formular 
una solicitud de creación de un equipo conjunto de investigación. 
El equipo se creará en el territorio de una de las Partes en donde 
se prevea efectuar la investigación.

2. El equipo conjunto de investigación actuará en el territorio de 
ambas Partes, con arreglo a las siguientes condiciones generales:

a) Estará dirigido por un representante de la autoridad compe-
tente que participe en la investigación penal de la Parte en la que 
actúe el equipo. El jefe del equipo actuará dentro de los límites de 
las competencias que tenga atribuidas con arreglo al ordenamiento 
jurídico interno;

b) El equipo actuará de conformidad con el ordenamiento jurídico 
interno de la Parte en la que se esté llevando a cabo la investiga-
ción. Sus miembros realizarán la labor bajo la dirección del jefe 
designado, teniendo en cuenta las condiciones establecidas por sus 
propias autoridades en el acuerdo de constitución del equipo.

3. Los integrantes del equipo conjunto de investigación, 
tendrán derecho a estar presentes cuando se tomen medidas de 
investigación en el territorio donde esté actuando el equipo. No 

jurídico interno de la Parte en la que actúe el equipo, el jefe del 
mismo podrá decidir lo contrario.

4. De conformidad con el ordenamiento jurídico interno de la 
Parte en la que actúe el equipo conjunto de investigación, el jefe 
del mismo podrá encomendar a las personas destinadas a él, la 
ejecución de determinadas medidas de investigación, cuando así 
lo aprueben las autoridades competentes de ambas Partes.

5. Cuando el equipo conjunto de investigación necesite que se 
tomen medidas de investigación en el territorio de la Parte donde 
no esté actuando, los miembros destinados al mismo, podrán pedir 
a sus propias autoridades competentes que tomen tales medidas. 

serían solicitadas en el marco de una investigación nacional.
6. Cuando el equipo conjunto de investigación necesite ayuda 

de un tercer Estado, que no haya participado en la creación del 
equipo, las autoridades competentes de la Parte en la que actúe 
el equipo, podrán formular la petición de ayuda a las autoridades 
competentes del tercer Estado afectado, de conformidad con los 



GACETA DEL CONGRESO  6 Martes 29 de enero de 2008 Página 9

instrumentos o disposiciones aplicables, informando sobre esta 
situación a la otra Parte.

7. La información que obtenga legalmente un miembro de un 
equipo conjunto de investigación y a la que no tengan acceso de otro 
modo las autoridades competentes de la otra Parte, podrá utilizarse 

b) Para su uso, condicionado a la autorización previa de la Parte 
en que se haya obtenido la información, para descubrir, investigar 
y enjuiciar otras infracciones penales. Dicha autorización podrá 
denegarse únicamente en los casos en que esta utilización ponga 
en peligro las investigaciones penales de la otra Parte;

c) Para evitar una amenaza inmediata y grave para la seguridad 
pública, y sin perjuicio de lo dispuesto en la letra b), si ulteriormente 
se iniciara una investigación penal;

d) Las autoridades competentes de ambas Partes, tendrán acceso 
inmediato a la información que obtengan los equipos conjuntos, 
la cual deberá ser tratada de manera reservada. El jefe del equipo 
velará por el cumplimiento de esta obligación.

8. Las Partes velarán por la seguridad e integridad de los miem-
bros de los equipos conjuntos de investigación que se constituyan 
de conformidad con este artículo.

Artículo 9°. Operaciones encubiertas.
1. Las Partes, en la medida que lo permita su ordenamiento jurí-

dico fundamental, podrán convenir en colaborar para la realización 
de investigaciones de actividades delictivas por parte de agentes 

2. La decisión sobre la solicitud, duración de la investigación en-
cubierta, condiciones concretas y régimen jurídico de los agentes, la 
tomarán en cada caso las autoridades competentes de la Parte requerida 
ateniéndose a lo dispuesto en su ordenamiento jurídico fundamental.

3. Las investigaciones encubiertas se realizarán de conformidad 
con el derecho y los procedimientos de la Parte en cuyo territorio 
se realicen.

4. Las Partes colaborarán para garantizar la preparación y su-
pervisión de la investigación encubierta y la adopción de medidas 
de seguridad de los agentes que actúen de manera encubierta o con 
identidad falsa.

Artículo 10. Responsabilidad penal en relación con los funcio-
narios. Durante las operaciones contempladas en los artículos 7°, 
8° y 9° del presente Protocolo, los funcionarios procedentes de 
autoridades de la Parte que no sea aquella en el que se desarrolla 
la operación, se asimilarán a los funcionarios de esta última, en lo 
relativo a las infracciones en las que pudieran incurrir.

Artículo 11. Responsabilidad civil en relación con los funcio-
narios.

1. La Parte en cuyo territorio se causaren daños y perjuicios 
por los miembros de un equipo conjunto en el desarrollo de sus 
cometidos, asumirá la reparación de los mismos.

2. La Parte cuyos funcionarios hubieren causado daños y perjui-
cios en el territorio de la otra restituirá íntegramente a esta última 
los importes que hubiera abonado.

CAPITULO III
Artículo 12. Protección de datos de carácter personal.

1. Los datos de carácter personal comunicados con arreglo al 
presente Protocolo podrán ser utilizados por la Parte al que se 
hayan transmitido:

a) Para los procedimientos a los que se aplica el presente Pro-
tocolo;

b) Para otros procedimientos judiciales y administrativos di-

la letra a);

c) Para prevenir una amenaza inmediata y grave para la segu-
ridad pública;

de la Parte transmisora, a menos que la otra parte haya obtenido el 
consentimiento de la persona interesada.

2. El presente artículo se aplicará igualmente a los datos perso-
nales que no hayan sido comunicados pero que se hayan obtenido 
de otra manera con arreglo al presente Protocolo.

3. Según las circunstancias de cada caso particular, la Parte 

los datos de carácter personal, que facilite información sobre la 
utilización que se haya hecho de ellos.

4. En los casos en que se hayan impuesto condiciones a la utili-
zación de los datos personales, prevalecerán dichas condiciones.

5. El presente artículo no se aplicará a los datos personales obte-
nidos por una Parte con arreglo al presente Convenio y que tengan 
su origen en dicha Parte.

CAPITULO IV
Artículo 13. Mecanismos para facilitar la cooperación Judicial 

en Materia Penal. Las Partes cooperarán adicionalmente a través 
de las siguientes modalidades:

de insumos químicos, lavado de dinero, y blanqueo de capitales, 

introducidas a sus sistemas judiciales y nuevos criterios jurispru-
denciales en las áreas que abarca el presente instrumento.

3. Organización de jornadas académicas con participación de 

encargadas de la investigación y juzgamiento de conductas puni-
bles.

4. Programas de cooperación para la asistencia a víctimas.
Para la realización de las actividades y encuentros previstos en 

este Protocolo, las autoridades centrales acordarán la metodología 
que se utilizará en cada uno de ellos, así como también, la duración 
de los mismos y el número de participantes.

CAPITULO V
Artículo 14. Entrada en vigor y duración.
1. El presente Protocolo entrará en vigor el primer día del segundo 

2. El presente Protocolo permanecerá en vigor mientras lo esté 
el Convenio de Cooperación Judicial en Materia Penal entre la 
República de Colombia y el Reino de España, de 29 de mayo de 
1997.

3. El presente Protocolo podrá ser denunciado por cualquiera de 
las Partes en cualquier momento, de manera independiente al Con-
venio de Cooperación Judicial en Materia Penal entre las República 
de Colombia y el Reino de España de 29 de mayo de 1997, mediante 
Nota Diplomática, la cual surtirá efectos seis meses después de la 
fecha de recepción por la otra Parte. La denuncia no afectará las 
solicitudes de asistencia en curso.

Suscrito en Madrid, a 12 de julio de dos mil cinco en dos ejem-

y auténticos.
Por la República de Colombia,

Luis Camilo Osorio,
Fiscal General.

Por el Reino de España,
Juan Fernando López Aguilar,

Ministro de Justicia.
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RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
Presidencia de la República

Bogotá, D. C., 18 de noviembre de 2005.
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

(Fdo.) Carolina Barco Isakson.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo Adicional al Convenio 
de Cooperación Judicial en Materia Penal entre la República de 
Colombia y el Reino de España, de 29 de mayo de 1997”, suscrito 
en Madrid, a doce (12) de julio de dos mil cinco (2005).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1 ° 
de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo adicional al Convenio de Co-
operación Judicial en Materia Penal entre la República de Colombia 
y el Reino de España, de 29 de mayo de 1997”, suscrito en Madrid, 
a doce (12) de julio de dos mil cinco (2005), que por el artículo 1°
de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que 
se perfeccione el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su pu-
blicación.

Dada en Bogotá, D. C., a los …
Presentado al honorable Congreso de la República por la Ministra 

Carolina Barco Isakson.
El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 18 de noviembre de 2005.
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

(Fdo.) Carolina Barco Isakson.

Artículo 1°. Apruébase el “Protocolo adicional al Convenio de 
Cooperación Judicial en Materia Penal entre la República de Co-
lombia y el Reino de España, de 29 de mayo de 1997”, suscrito en 
Madrid, a doce (12) de julio de dos mil cinco (2005).

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 
1° de la Ley 7ª de 1944, el “Protocolo adicional al Convenio de 
Cooperación Judicial en Materia Penal entre la República de Co-
lombia y el Reino de España, de 29 de mayo de 1997”, suscrito 
en Madrid, a doce (12) de julio de dos mil cinco (2005), que por 
el artículo 1° de esta ley se aprueba, obligará al país a partir de 
la fecha en que se perfeccione el vínculo internacional respecto 
del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su pu-
blicación.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

El Secretario General del Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Oscar Arboleda Palacio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA
GOBIERNO NACIONAL

Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme 

al artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 31 de diciembre de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.

Fernando Araújo Perdomo.

*    *    *

LEY 1180 DE 2007
(diciembre 31)

por medio de la cual se aprueba el “Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal 

El Congreso de Colombia

de la Corte Penal Internacional”, hecho en Nueva York, el 9 de 
septiembre de 2002, que a la letra dice:

Instrumento Internacional mencionado).
ACUERDO SOBRE LOS PRIVILEGIOS E INMUNIDADES

DE LA CORTE PENAL INTERNACIONAL
Los Estados Partes en el presente Acuerdo,
Considerando que en el Estatuto de Roma de la Corte Penal 

Internacional, aprobado el 17 de julio de 1998 por la Conferen-
cia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas, se 
estableció la Corte Penal Internacional con la facultad de ejercer 

competencia sobre personas respecto de los crímenes más graves 
de trascendencia internacional;

Considerando que, según el artículo 4 del Estatuto de Roma, 
la Corte tendrá personalidad jurídica internacional y la capacidad 
jurídica que sea necesaria para el desempeño de sus funciones y 
la realización de sus propósitos;

Considerando que, según el artículo 48 del Estatuto de Roma, 
la Corte Penal Internacional gozará en el territorio de cada Estado 
Parte en el Estatuto de los privilegios e inmunidades que sean ne-
cesarios para el cumplimiento de sus funciones;

Han convenido en lo siguiente:
Artículo 1°. Términos empleados. A los efectos del presente 

Acuerdo:
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a) Por “el Estatuto” se entenderá el Estatuto de Roma de la Corte 
Penal Internacional, aprobado el 17 de julio de 1998 por la Con-
ferencia Diplomática de Plenipotenciarios de las Naciones Unidas
sobre el establecimiento de una corte penal internacional;

b) Por “la Corte” se entenderá la Corte Penal Internacional es-
tablecida por el Estatuto;

c) Por “Estados Partes” se entenderán los Estados Partes en el 
presente Acuerdo;

d) Por “representantes de los Estados Partes” se entenderán los 
delegados, delegados suplentes, asesores, peritos técnicos y secre-
tarios de delegaciones;

e) Por “la Asamblea” se entenderá la Asamblea de los Estados 
Partes en el Estatuto;

f) Por “Magistrados” se entenderán los magistrados de la Corte;
g) Por “la Presidencia” se entenderá el órgano integrado por el 

Presidente y los Vicepresidentes primero y segundo de la Corte;
h) Por “el Fiscal” se entenderá el Fiscal elegido por la Asamblea 

de conformidad con el párrafo 4 del artículo 42 del Estatuto;
i) Por “los Fiscales Adjuntos” se entenderán los Fiscales Adjun-

tos elegidos por la Asamblea de conformidad con el párrafo 4 del 
artículo 42 del Estatuto;

j) Por “el Secretario” se entenderá el Secretario elegido por la Corte 
de conformidad con el párrafo 4 del artículo 43 del Estatuto;

k) Por “Secretario Adjunto” se entenderá el Secretario elegido 
por la Corte de conformidad con el párrafo 4 del artículo 43 del 
Estatuto;

1) Por “abogados” se entenderán los abogados defensores y los 
representantes legales de las víctimas;

m) Por “Secretario General” se entenderá el Secretario General 
de las Naciones Unidas;

n) Por “representantes de organizaciones intergubernamentales” 
se entenderá los jefes ejecutivos de organizaciones intergubernamen-
tales, incluido todo funcionario que actúe en su representación;

o) Por “la Convención de Viena” se entenderá la Convención de 
Viena sobre Relaciones Diplomáticas, de 18 de abril de 1961;

p) Por “Reglas de Procedimiento y Prueba” se entenderán las 
Reglas de Procedimiento y Prueba aprobadas de conformidad con 
el artículo 51 del Estatuto.

Artículo 2°. Condición jurídica y personalidad jurídica de la 
Corte. La Corte tendrá personalidad jurídica internacional y tendrá 
también la capacidad jurídica que sea necesaria para el desempe-
ño de sus funciones y el cumplimiento de sus propósitos. Tendrá 
en particular capacidad jurídica para celebrar contratos, adquirir 
bienes muebles e inmuebles y disponer de ellos y participar en 
procedimientos judiciales.

Artículo 3°. Disposiciones generales acerca de los privilegios e 
inmunidades de la Corte. La Corte gozará en el territorio de cada 
Estado Parte de los privilegios e inmunidades que sean necesarios 
para el cumplimiento de sus propósitos.

Artículo 4°. Inviolabilidad de los locales de la Corte. Los locales 
de la Corte serán inviolables.

Artículo 5°. Pabellón, emblema y señales. La Corte tendrá dere-

en sus locales y en los vehículos y otros medios de transporte que 

Artículo 6°. Inmunidad de la Corte y de sus bienes, haberes y 
fondos.

1. La Corte y sus bienes, haberes y fondos, dondequiera y en 
poder de quienquiera que se hallen, gozarán de inmunidad de ju-
risdicción en todas sus formas, salvo en la medida en que la Corte 

de ejecución.
2. Los bienes, haberes y fondos de la Corte, dondequiera y 

en poder de quienquiera que se hallen, gozarán de inmunidad de 

cualquier otra forma de interferencia, ya sea de carácter ejecutivo, 
administrativo, judicial o legislativo.

3. En la medida en que sea necesario para el desempeño de las 
funciones de la Corte, los bienes, haberes y fondos de la Corte, 
dondequiera y en poder de quienquiera que se hallen, estarán 

de toda índole.
Artículo 7°. Inviolabilidad de los archivos y los documentos. Los 

archivos de la Corte y, en general, todos los papeles y documentos, 
cualquiera sea su forma, y todos los materiales que se envíen a la 
Corte o que ésta envíe, estén en poder de la Corte o le pertenez-
can, dondequiera y en poder de quienquiera que se hallen, serán 
inviolables. La terminación o ausencia de esa inviolabilidad no 
afectará a las medidas de protección que la Corte ordene de con-
formidad con el Estatuto y las Reglas de Procedimiento y Prueba 
con respecto a documentos y materiales que la Corte utilice o le 
sean facilitados.

Artículo 8°. Exención de impuestos, derechos de aduana y res-
tricciones de importación o exportación. 

1. La Corte, sus haberes, ingresos y otros bienes, así como sus 
-

tos directos, que incluyen, entre otros, el impuesto sobre la renta, 
el impuesto sobre el capital y el impuesto a las sociedades, así 
como los impuestos directos que perciban las autoridades locales 
o provinciales. Se entenderá, sin embargo, que la Corte no podrá 

de hecho la remuneración de servicios públicos prestados a una 

el volumen de las importaciones y prohibiciones o restricciones 

y respecto de sus publicaciones.
3. Los artículos que se importen o adquieran en franquicia no 

serán vendidos ni se dispondrá de ellos de otra manera en el terri-
torio de un Estado Parte salvo en las condiciones que se acuerden 
con las autoridades competentes de ese Estado Parte.

Artículo 9°. Reembolso de derechos y/o impuestos.

derechos y/o impuestos incluidos en el precio de bienes muebles 
o inmuebles ni de los derechos pagados por servicios prestados. 
Sin embargo, cuando la Corte efectúe compras importantes de 

Partes tomarán las disposiciones administrativas del caso para 

y/o impuesto pagado.
2. Los artículos que se adquieran o reembolsen en franquicia no 

serán vendidos ni se dispondrá de ellos de otra manera salvo en las 
condiciones establecidas por el Estado Parte que haya concedido 
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ni reembolsos por concepto de las tarifas de servicios públicos 
suministrados a la Corte.

Artículo 10. Fondos y exención de restricciones monetarias.
-

de sus funciones y podrá:
a) Tener fondos, moneda de cualquier tipo u oro y operar cuentas 

en cualquier moneda;
b) Transferir libremente sus fondos, oro o moneda de un país a 

otro o dentro de un país y convertir a cualesquiera otras las monedas 
que tenga en su poder;

c) Recibir, tener, negociar, transferir o convertir bonos u otros 

-
to al tipo de cambio, de un trato no menos favorable que el que 
otorgue el Estado Parte de que se trate a cualquier organización 
intergubernamental o misión diplomática.

2. La Corte, en el ejercicio de sus derechos, conforme al párrafo 
l, tendrá debidamente en cuenta las observaciones que le haga un 
Estado Parte, en la medida en que pueda darles efecto sin desmedro 
de sus propios intereses.

Artículo 11. Facilidades de comunicaciones.
1. A los efectos de su correspondencia y comunicaciones 

la Corte gozará en el territorio de cada Estado Parte de un trato no 
menos favorable que el que éste conceda a cualquier organización 
intergubernamental o misión diplomática en materia de prioridades, 
tarifas o impuestos aplicables al franqueo postal y a las diversas 
formas de comunicación y correspondencia.

no serán sometidas a censura alguna.
3. La Corte podrá utilizar todos los medios apropiados de comu-

nicación, incluidos los electrónicos, y emplear claves o cifras para 

4. La Corte podrá despachar y recibir correspondencia y otras 
piezas o comunicaciones por correo o valija sellada, los cuales 
gozarán de los mismos privilegios, inmunidades y facilidades que 
se reconocen a las valijas y los correos y diplomáticos.

5. La Corte podrá operar equipos de radio y otro equipo de 
telecomunicaciones en las frecuencias que le asignen los Estados 
Partes, de conformidad con sus procedimientos nacionales. Los 
Estados Partes se esforzarán por asignar a la Corte, en la mayor 
medida posible, las frecuencias que haya solicitado.

Artículo 12. Ejercicio de las funciones de la Corte fuera de su 
sede. La Corte, en caso de que, de conformidad con el párrafo 3 del 
artículo 3 del Estatuto, considere conveniente sesionar en un lugar 
distinto de su sede de La Haya (Países Bajos), podrá concertar un 
acuerdo con el Estado de que se trate respecto de la concesión de 
las facilidades adecuadas para el ejercicio de sus funciones.

Artículo 13. Representantes de Estados que participen en la 
Asamblea y sus órganos subsidiarios y representantes de organi-
zaciones intergubernamentales.

1. Los representantes de Estados Partes en el Estatuto que 
asistan a reuniones de la Asamblea o sus órganos subsidiarios, 
los representantes de otros Estados que asistan a reuniones de 
la Asamblea y sus órganos subsidiarios en calidad de obser-
vadores de conformidad con el párrafo 1 del artículo 112 del 
Estatuto de Roma, y los representantes de los Estados y de las 
organizaciones intergubernamentales invitados a reuniones de 

la Asamblea y sus órganos subsidiarios, tendrán, mientras se 

el trayecto al lugar de reunión y a su regreso, los privilegios e 
inmunidades siguientes:

a) Inmunidad contra arresto o detención personal;
b) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las 

declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos que 
-

yan cesado en el ejercicio de sus funciones como representantes;
c) Inviolabilidad de todos los papeles y documentos, cualquiera 

que sea su forma;
d) Derecho a usar claves o cifras y recibir papeles y documentos 

o correspondencia por correo o en valija sellada y a recibir y enviar 
comunicaciones electrónicas;

Estado Parte que visiten o por el cual transiten en el desempeño 
de sus funciones;

f) Los mismos privilegios con respecto a las facilidades monetarias 
y cambiarias que se reconozcan a los representantes de gobiernos 

g) Las mismas inmunidades y facilidades respecto de su equipaje 
personal que se reconozcan a los agentes diplomáticos con arreglo 
a la Convención de Viena;

h) La misma protección y las mismas facilidades de repatriación 
que se reconozcan a los agentes diplomáticos en épocas de crisis 
internacional con arreglo a la Convención de Viena;

i) Los demás privilegios, inmunidades y facilidades compatibles 
con los que anteceden de que gocen los agentes diplomáticos, con la 

-
ros sobre mercaderías importadas (que no sean parte de su equipaje 
personal) o de impuestos sobre la compraventa o el consumo.

2. Cuando la aplicación de cualquier forma de impuesto dependa 
de la residencia, los períodos en que los representantes descritos en 
el párrafo 1 que asistan a reuniones de la Asamblea y sus órganos 
subsidiarios permanezcan en un Estado Parte en ejercicio de sus 
funciones no se considerarán períodos de residencia.

3. Lo dispuesto en los párrafos 1 y 2 del presente artículo no 
será aplicable entre un representante y las autoridades del Estado 
Parte del que sea nacional o del Estado Parte o la organización 
intergubernamental del que sea o haya sido representante.

Artículo 14. Representantes de Estados que participen en las 
actuacionesde la Corte. Los representantes de Estados que parti-
cipen en las actuaciones de la Corte gozarán, mientras estén des-

el lugar de las actuaciones y de vuelta de éste, de los privilegios e 
inmunidades a que se hace referencia en el artículo 13.

Artículo 15. Magistrados, Fiscal, Fiscales Adjuntos y Secretario.
1. Los Magistrados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos y el Secre-

tario gozarán, cuando actúen en el desempeño de sus funciones 
para la Corte o en relación con ellas, de los mismos privilegios e 
inmunidades reconocidos a los jefes de las misiones diplomáticas 

de jurisdicción por las declaraciones que hayan hecho verbalmente 
o por escrito y los actos que hayan realizado en el desempeño de 

2. Los Magistrados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos y el Secretario 
y los familiares que formen parte de sus hogares recibirán todas las 
facilidades para salir del país en que se encuentren y para entrar y 
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salir del país en que sesione la Corte. En el curso de los viajes que 
hagan en el ejercicio de sus funciones los Magistrados, el Fiscal, 
los Fiscales Adjuntos y el Secretario gozarán, en todos los Estados 
Partes por los que tengan que transitar, de los privilegios, las inmu-
nidades y las facilidades que los Estados Partes en circunstancias 
similares concedan a los agentes diplomáticos de conformidad con 
la Convención de Viena.

3. El Magistrado, el Fiscal, un Fiscal Adjunto o el Secretario 
que, para mantenerse a disposición de la Corte, esté residiendo 
en un Estado Parte distinto del de su nacionalidad o residencia 
permanente gozará, junto con los familiares que formen parte de 
sus hogares, de los privilegios, inmunidades y facilidades de los 
agentes diplomáticos mientras resida en ese Estado.

4. Los Magistrados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos y el Secretario, 
así como los familiares que forman parte de sus hogares tendrán 
las mismas facilidades de repatriación en épocas de crisis interna-
cional que se conceden a los agentes diplomáticos con arreglo a la 
Convención de Viena.

5. Los párrafos 1 a 4 del presente artículo serán aplicables a los 
Magistrados de la Corte incluso después de terminado su mandato 
si siguen ejerciendo sus funciones de conformidad con el párrafo 
10 del artículo 36 del Estatuto.

6. Los sueldos, los emolumentos y las prestaciones que perciban 
los Magistrados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos y el Secretario 

de un impuesto de cualquier índole dependa de la residencia, los 
períodos durante los cuales los Magistrados, el Fiscal, los Fiscales 

de desempeñar sus funciones no serán considerados períodos de 
residencia a efectos tributarios. Los Estados Partes podrán tener 
en cuenta esos sueldos, emolumentos y prestaciones a los efectos 
de determinar la cuantía de los impuestos que se han de aplicar a 
los ingresos de otras fuentes.

-

Magistrados, Fiscales o Secretarios y a las personas a su cargo.
Artículo 16. Secretario Adjunto, personal de la Fiscalía y per-

sonal de la Secretaría.
1. El Secretario Adjunto, el personal de la Fiscalía y el personal 

de la Secretaría gozarán de los privilegios, las inmunidades y las 
facilidades que sean necesarios para el ejercicio independiente de 
sus funciones. Gozarán de:

a) Inmunidad contra toda forma de arresto o detención y contra 
la incautación de su equipaje personal;

b) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las 
declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos que 
realicen en el ejercicio de sus funciones, la cual subsistirá incluso 
después de que hayan cesado en el ejercicio de sus funciones;

c) El derecho a la inviolabilidad de todos los papeles y docu-

todos los materiales;

prestaciones que perciban de la Corte. Los Estados Partes podrán 
tener en cuenta esos salarios, emolumentos y prestaciones a los 
efectos de determinar la cuantía de los impuestos que se han de 
aplicar a los ingresos de otras fuentes;

f) Junto con los familiares que formen parte de sus hogares, 

que haya fundadas razones para creer que el equipaje contiene ar-

sometida a control por las normas de cuarentena del Estado Parte 
de que se trate, en cuyo caso se hará una inspección en presencia 
del funcionario;

h) Los mismos privilegios con respecto a las facilidades moneta-
rias y cambiarias que se reconozcan a los funcionarios de categoría 
equivalente pertenecientes a las misiones diplomáticas acreditadas 
en el Estado Parte de que se trate;

i) Junto con los familiares que formen parte de sus hogares, las 
mismas facilidades de repatriación en épocas de crisis internacional, 
reconocidas a los agentes diplomáticos con arreglo a la Convención 
de Viena;

j) Derecho a importar, libres de gravámenes e impuestos, con la 
salvedad de los pagos que constituyan la remuneración de servicios 
prestados, sus muebles y efectos en el momento en que ocupen su 

de residencia permanente, libres de gravámenes e impuestos, esos 
muebles y efectos.

-
cretarios adjuntos, miembros del personal de la Fiscalía, miembros 
del personal de la Secretaría y personas a su cargo.

Artículo 17. Personal contratado localmente y que no esté de otro 
modo contemplado en el presente Acuerdo. El personal contratado 
localmente por la Corte y que no esté de otro modo contemplado en 
el presente Acuerdo gozará de inmunidad de jurisdicción respecto 
de las declaraciones que haga verbalmente o por escrito y los ac-
tos que realice en el ejercicio de sus funciones para la Corte. Esta 
inmunidad subsistirá después de que haya cesado en el ejercicio 
de esas funciones con respecto a las actividades llevadas a cabo en 
nombre de la Corte. Durante el empleo también se le concederán 
las facilidades que sean necesarias para el ejercicio independiente 
de sus funciones para la Corte.

Artículo 18. Abogados y personas que asistan a los abogados 
defensores.

l. Los abogados gozarán de los siguientes privilegios, inmunidades 
y facilidades en la medida en que sea necesario para el ejercicio 
independiente de sus funciones, incluso el tiempo empleado en 
viajes, en relación con el ejercicio de sus funciones y siempre que 

presente artículo:
a) Inmunidad de arresto o detención personal y contra la incau-

tación de su equipaje personal;
b) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las 

declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos que 
realicen en el desempeño de sus funciones, la cual subsistirá incluso 
después de que hayan cesado en el ejercicio de sus funciones;

c) El derecho a la inviolabilidad de papeles y documentos, cual-
quiera que sea su forma, y materiales relacionados con el desempeño 
de sus funciones;

d) El derecho a recibir y enviar papeles y documentos, cualquiera 

funciones de abogado;

que haya fundadas razones para creer que el equipaje contiene ar-
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sometida a control por las normas de cuarentena del Estado Parte 
de que se trate, en cuyo caso se hará una inspección en presencia 
del abogado;

g) Los mismos privilegios con respecto a las facilidades mo-
netarias y cambiarias que se reconozcan a los representantes de 

h) Las mismas facilidades de repatriación en épocas de crisis 
internacional que se reconozcan a los agentes diplomáticos con 
arreglo a la Convención de Viena.

2. Una vez designado un abogado de conformidad con el Esta-
tuto, las Reglas de Procedimiento y Prueba y el Reglamento de la 

se retirará si se pone término al poder o al mandato antes de que 

3. Cuando la aplicación de un impuesto de cualquier índole de-
penda de la residencia, los períodos durante los cuales los abogados 

no serán considerados períodos de residencia.
4. Lo dispuesto en el presente artículo se aplicará, mutatis mutandis, 

a las personas que asistan a los abogados defensores de conformidad 
con la regla 22 de las Reglas de Procedimiento y Prueba.

Artículo 19. Testigos.
1. Se reconocerán a los testigos, en la medida en que sea ne-

declaración, los siguientes privilegios, inmunidades y facilidades, 
incluso durante el tiempo empleado en viajes relacionados con su 

que se hace referencia en el párrafo 2 del presente artículo:
a) Inmunidad contra arresto o detención personal;
b) Sin perjuicio de lo establecido en el apartado d) infra, inmuni-

dad contra la incautación del equipaje personal, a menos que haya 
fundadas razones para creer que el equipaje contiene artículos cuya 

control por las normas de cuarentena del Estado Parte de que se 
trate;

c) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las decla-
raciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos que realicen 
en el curso de su testimonio, la cual subsistirá incluso después de 
que hayan comparecido y prestado testimonio ante la Corte;

d) Inviolabilidad de los papeles y documentos, cualquiera que 
sea su forma, y de los materiales relacionados con su testimonio;

e) A los efectos de sus comunicaciones con la Corte y sus abo-
gados en relación con su testimonio, el derecho a recibir y enviar 
papeles y documentos, cualquiera que sea su forma;

de su comparecencia para prestar declaración;
g) Las mismas facilidades de repatriación en épocas de crisis 

internacional que se reconozcan a los agentes diplomáticos conforme 
a la Convención de Viena.

-
conozcan los privilegios, inmunidades y facilidades a que se hace 
referencia en el párrafo 1 del presente artículo un documento en el 

el período durante el cual esa comparecencia es necesaria.
Artículo 20. Víctimas.
1. Se reconocerá a las víctimas que participen en las actuacio-

nes judiciales de conformidad con las reglas 89 a 91 de las Reglas 

de Procedimiento y Prueba, en la medida en que sea necesario 
para su comparecencia ante la Corte, los siguientes privilegios, 
inmunidades y facilidades, incluso durante el tiempo empleado en 
viajes relacionados con su comparecencia ante la Corte, siempre 

del presente artículo:
a) Inmunidad contra arresto o detención personal;
b) Inmunidad contra la incautación de su equipaje personal, a 

menos que haya fundadas razones para creer que el equipaje con-

la ley o sometida a control por las normas de cuarentena del Estado 
Parte de que se trate;

c) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las 
declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos 
que realicen en el transcurso de su comparecencia ante la Corte, 
la cual subsistirá incluso después de que hayan comparecido ante 
la Corte;

desde ella por razón de su comparecencia.

las actuaciones judiciales de conformidad con las reglas 89 a 91 de 
las Reglas de Procedimiento y Prueba y a las que se reconozcan los 
privilegios, inmunidades y facilidades a que se hace referencia en el 

duración de su participación.
Artículo 21. Peritos.
1. Se reconocerá a los peritos que cumplan funciones para la 

Corte los privilegios, inmunidades y facilidades siguientes en la 
medida en que sea necesario para el ejercicio independiente de sus 
funciones, incluido el tiempo empleado en viajes relacionados con 

en el párrafo 2 del presente artículo:
a) Inmunidad contra toda forma de arresto o detención personal 

y contra la incautación de su equipaje personal;
b) Inmunidad de jurisdicción de toda índole respecto de las 

declaraciones que hagan verbalmente o por escrito y los actos 
que realicen durante el desempeño de sus funciones, inmunidad 
que subsistirá incluso después de que hayan cesado en dichas 
funciones;

c) Inviolabilidad de los documentos y papeles, cualquiera que 
sea su forma, y materiales relacionados con sus funciones;

d) A los efectos de sus comunicaciones con la Corte, el derecho 
a recibir y enviar papeles y documentos, cualquiera que sea su 
forma, y materiales relacionados con sus funciones por correo o 
en valija sellada;

que haya fundadas razones para creer que el equipaje contiene ar-

sometida a control por las normas de cuarentena del Estado Parte 
de que se trate, en cuyo caso se hará una inspección en presencia 
del propio perito;

f) Los mismos privilegios respecto de las facilidades monetarias 
y cambiarias que se reconozcan a los representantes de gobiernos 

g) Las mismas facilidades de repatriación en épocas de crisis 
internacional que se reconozcan a los agentes diplomáticos conforme 
a la Convención de Viena;
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-

en el párrafo 2 del presente artículo.
-

conozcan los privilegios, inmunidades y facilidades a que se hace 
referencia en el párrafo 1 del presente artículo un documento en 

Artículo 22. Otras personas cuya presencia se requiera en la 
sede de la Corte.

1. Se reconocerá a las otras personas cuya presencia se requiera 
en la sede de la Corte, en la medida en que sea necesario para su 
presencia en dicha sede, incluido el tiempo empleado en viajes para 
ello, los privilegios, inmunidades y facilidades que se indican en los 
apartados a) a d) del párrafo 1 del artículo 20 del presente Acuerdo, 

párrafo 2 del presente artículo.
-

el cual es necesaria.
Artículo 23. En el mo-

adhesión, cualquier Estado podrá declarar que:
a) Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 6 del artículo 15 y 

el apartado d) del párrafo 1 del artículo 16, las personas indicadas 
en los artículos 15, 16, 18, 19 y 21 sólo disfrutarán, en el territorio 
del Estado Parte del que sean nacionales o residentes permanentes, 
de los siguientes privilegios e inmunidades en la medida necesaria 
para el desempeño independiente de sus funciones o de su compa-
recencia o deposición ante la Corte:

i) Inmunidad de arresto o detención personal;
ii) Inmunidad judicial de toda índole respecto de las declaraciones 

que hagan verbalmente o por escrito y de los actos que realicen en 
el desempeño de sus funciones ante la Corte o durante su compare-
cencia o deposición, inmunidad ésta que subsistirá incluso después 
de que hayan cesado en el desempeño de sus funciones ante la Corte 
o después de su comparecencia o deposición ante ella;

iii) Inviolabilidad de los papeles y documentos, cualquiera que sea 
su forma, y piezas relacionadas con el desempeño de sus funciones 
ante la Corte o su comparecencia o deposición ante ella;

iv) A los efectos de sus comunicaciones con la Corte y, en lo 
tocante a las personas indicadas en el artículo 19, para sus comuni-
caciones con su abogado en relación con su deposición, el derecho 
a recibir y enviar papeles, cualquiera que sea su forma.

b) Las personas indicadas en los artículos 20 y 22 sólo disfru-
tarán, en el territorio del Estado Parte del que sean nacionales o 
residentes permanentes, de los siguientes privilegios e inmunidades 
en la medida necesaria para su comparecencia ante la Corte:

i) Inmunidad de arresto o detención personal;
ii) Inmunidad judicial de toda índole respecto de las declaracio-

nes que hagan verbalmente o por escrito y de los actos que realicen 
durante su comparecencia ante la Corte, inmunidad que subsistirá 
incluso después de su comparecencia.

Artículo 24. Cooperación con las autoridades de Estados 
Partes.

1. La Corte cooperará en todo momento con las autoridades 
competentes de los Estados Partes para facilitar el cumplimiento 

de sus leyes e impedir abusos en relación con los privilegios, las 
inmunidades y las facilidades a que se hace referencia en el pre-
sente Acuerdo.

2. Todas las personas que gocen de privilegios e inmunidades 
de conformidad con el presente Acuerdo estarán obligadas, sin 
perjuicio de esos privilegios e inmunidades, a respetar las leyes 
y reglamentos del Estado Parte en cuyo territorio se encuentren 
o por el que transiten en ejercicio de sus funciones para la Corte. 
Estarán también obligadas a no inmiscuirse en los asuntos internos 
de ese Estado.

Artículo 25. Renuncia a los privilegios e inmunidades previstos 
en los artículos 13 y 14. Los privilegios e inmunidades previstos 
en los artículos 13 y 14 del presente Acuerdo no se otorgan a los 
representantes de los Estados y de las organizaciones interguber-

-
cicio independiente de sus funciones en relación con la labor de la 
Asamblea, sus órganos subsidiarios y la Corte. En consecuencia, 
los Estados Partes no sólo tienen el derecho, sino la obligación, de 
renunciar a los privilegios e inmunidades de sus representantes en 
todo caso en que, en opinión de dichos Estados, estos privilegios 
e inmunidades podrían constituir un obstáculo a la justicia y la re-

reconocen a los Estados que no sean Partes en el presente Acuerdo 
y a las organizaciones intergubernamentales los privilegios e in-
munidades previstos en los artículos 13 y 14 del presente Acuerdo 
en el entendimiento de que asumirán las mismas obligaciones con 
respecto a la renuncia.

Artículo 26. Renuncia a los privilegios e inmunidades previstos 
en los artículos 15 a 22.

1. Los privilegios e inmunidades previstos en los artículos 15
a 22 del presente Acuerdo se reconocen en interés de la adminis-

ellos de conformidad con el párrafo 5 del artículo 48 del Estatuto 
y con lo dispuesto en el presente artículo y se tendrá la obligación 
de hacerlo en un caso determinado cuando podrían constituir un 

para el cual se reconocen.
2. Se podrá renunciar a los privilegios e inmunidades:
a) En el caso de un Magistrado o del Fiscal, por mayoría absoluta 

de los Magistrados;
b) En el caso del Secretario, por la Presidencia;
c) En el caso de los Fiscales Adjuntos y del personal de la Fis-

calía, por el Fiscal;
d) En el caso del Secretario Adjunto y del personal de la Secre-

taría, por el Secretario;
e) En el caso del personal a que se hace referencia en el artículo 

17, por decisión del jefe del órgano de la Corte que emplee a ese 
personal;

f) En el caso de los abogados y de las personas que asistan a los 
abogados defensores, por la Presidencia;

g) En el caso de los testigos y de las víctimas, por la Presi-
dencia;

h) En el caso de los peritos, por decisión del jefe del órgano de 
la Corte que haya designado al perito;

i) En el caso de las otras personas cuya presencia se requiera en 
la sede de la Corte, por la Presidencia.

Artículo 27. Seguridad social. A partir de la fecha en que la 
Corte establezca un sistema de seguridad social, las personas a que 
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relación con los servicios prestados a la Corte, de toda contribución 
obligatoria a los sistemas nacionales de seguridad social.

Artículo 28. . El Secretario comunicará periódica-
mente a todos los Estados Partes los nombres de los Magistrados, el 
Fiscal, los Fiscales Adjuntos, el Secretario, el Secretario Adjunto, el 
personal de la Fiscalía, el personal de la Secretaría y los abogados a 
quienes se apliquen las disposiciones del presente Acuerdo. El Se-
cretario comunicará también a todos los Estados Partes información 
acerca de cualquier cambio en la condición de esas personas.

Artículo 29. Laissez passer. Los Estados Partes reconocerán y 
aceptarán como documentos de viaje válidos los laissez passer de 

Corte a los Magistrados, el Fiscal, los Fiscales Adjuntos, el Secre-
tario, el Secretario Adjunto, el personal de la Fiscalía y el personal 
de la Secretaría.

Artículo 30. Visados. Las solicitudes de visado o permiso de 
entrada o salida, en caso de que sean necesarios, presentadas por 
quienes sean titulares de un laissez passer de las Naciones Unidas

las referidas en los artículos 18 a 22 del presente Acuerdo que ten-

obedece a asuntos de ésta, serán tramitadas por los Estados Partes 
con la mayor rapidez posible y con carácter gratuito.

Artículo 31. Arreglo de controversias con terceros. La Corte, sin 
perjuicio de las atribuciones y funciones de la Asamblea de con-
formidad con el Estatuto, adoptará disposiciones sobre los medios 
apropiados de arreglo de las controversias:

derecho privado en que la Corte sea parte;

el presente Acuerdo que, en razón de su cargo o función en relación 
con la Corte, gocen de inmunidad, si no se hubiese renunciado a 
ella.

Artículo 32. Arreglo de diferencias sobre la interpretación o 
aplicación del presente Acuerdo.

1. Todas las diferencias que surjan de la interpretación o aplica-
ción del presente Acuerdo entre dos o más Estados Partes o entre 
la Corte y un Estado Parte serán resueltas mediante consultas, 
negociación u otro medio convenido de arreglo.

2. La diferencia, de no ser resuelta de conformidad con el pá-
rrafo 1 del presente artículo dentro de los tres meses siguientes a 
la presentación de una solicitud por escrito por una de las partes 
en ella, será, a petición de cualquiera de las partes, sometida a un 
tribunal arbitral de conformidad con el procedimiento establecido 
en los párrafos 3 a 6 infra.

3. El tribunal arbitral estará compuesto de tres árbitros: uno será 
elegido por cada parte en la diferencia y el tercero, que actuará 
como presidente del tribunal, será elegido por los otros dos. Si una 
de las partes no hubiere nombrado a un árbitro del tribunal dentro 
de los dos meses siguientes al nombramiento de un árbitro por la 
otra parte, ésta podrá pedir al Presidente de la Corte Internacio-
nal de Justicia que efectúe dicho nombramiento. En caso de que 
los dos primeros árbitros no convinieran en el nombramiento del 
presidente del tribunal en los dos meses siguientes a sus nombra-
mientos, cualquiera de las partes podrá pedir al Presidente de la 
Corte Internacional de Justicia que efectúe el nombramiento del 
presidente del tribunal.

4. A menos que las partes en la diferencia acuerden otra cosa, el 
tribunal arbitral decidirá su propio procedimiento y los gastos serán 
sufragados por las partes en la proporción que él determine.

5. El tribunal arbitral, que adoptará sus decisiones por mayoría de 
votos, llegará a una decisión sobre la diferencia de conformidad con 
las disposiciones del presente Acuerdo y las normas aplicables de 

y obligatorio para las partes en la diferencia.
6. El laudo del tribunal arbitral será comunicado a las partes en 

la diferencia, al Secretario y al Secretario General.
Artículo 33. Aplicabilidad del presente Acuerdo. El presente 

Acuerdo se aplicará sin perjuicio de las normas pertinentes de 
derecho internacional, comprendidas las de derecho internacional 
humanitario.

Artículo 34. -
hesión.

Estados desde el 10 de septiembre de 2002 hasta el 30 de junio de 
2004 en la Sede de las Naciones Unidas en Nueva York.

o aprobación de los Estados signatarios. Los instrumentos de rati-

Secretario General.
3. El presente Acuerdo estará abierto a la adhesión de todos los 

Estados. Los instrumentos de adhesión serán depositados en poder 
del Secretario General.

Artículo 35. Entrada en vigor.
1. El presente Acuerdo entrará en vigor treinta días después de la 

fecha en que se deposite en poder del Secretario General el décimo 

presente Acuerdo o se adhiera a él después del depósito del décimo 

presente Acuerdo entrará en vigor el trigésimo día siguiente a la 
fecha en que deposite en poder del Secretario General su instrumento 

Artículo 36. Enmiendas.
1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas al presente 

Acuerdo, mediante comunicación escrita dirigida a la secretaría de 
la Asamblea. La secretaría distribuirá esta comunicación a todos 
los Estados Partes y a la Mesa de la Asamblea, con la solicitud 

2. Si, dentro de los tres meses siguientes a la fecha en que la 
secretaría de la Asamblea haya distribuido la comunicación, una 

a la Mesa de la Asamblea con miras a convocar dicha conferencia 
-

dinario de la Asamblea.
3. Las enmiendas respecto de las cuales no pueda llegarse a un 

consenso serán aprobadas por mayoría de dos tercios de los Estados 
Partes presentes y votantes, a condición de que esté presente una 
mayoría de los Estados Partes.

General cualquier enmienda que hayan aprobado los Estados Partes 

todos los Estados Partes y a los Estados signatarios las enmiendas 
que se hayan aprobado en la conferencia.

5. Una enmienda entrará en vigor para los Estados Partes que la 
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-
neral por los dos tercios de los Estados que eran Partes en la fecha en 
que se aprobó la enmienda.

cuando ya se haya depositado el número requerido de instrumentos 

-
ción del Estado Parte de que se trate.

Parte del presente Acuerdo después de la entrada en vigor de una 
enmienda de conformidad con el párrafo 5:

a) Se considerará Parte en el presente Acuerdo con la enmienda 
introducida; y

b) Se considerará Parte en el presente Acuerdo sin la enmienda 
introducida respecto de cualquier Estado Parte que no esté obligado 
por dicha enmienda.

Artículo 37. Denuncia.

Secretario General, podrá denunciar el presente Acuerdo. La de-
nuncia surtirá efecto un año después de la fecha en que se reciba la 

2. La denuncia no afectará en modo alguno a la obligación de 
un Estado Parte de cumplir cualquiera de las obligaciones estable-
cidas en el presente Acuerdo a que, de conformidad con el derecho 
internacional, estuviere sujeto independientemente del Acuerdo.

Artículo 38. Depositario. El Secretario General será el deposi-
tario del presente Acuerdo.

Artículo. 39. Textos auténticos. El original del presente Acuerdo, 
cuyas versiones en árabe, chino, español, francés, inglés y ruso 
son igualmente auténticas, será depositado en poder del Secretario 
General.

En testimonio de lo cual, los infrascritos, debidamente autori-

true copy of the Agreement on the Privileges 
and Immunities of the International Criminal 
Court, done at New York on 9 September 
2002.

une copie conforme de I’Accord sur 

pénale internationale, fait à New York 
le 9 septembre 2002.

For the Secretary-General, Pour le Secrétaire général,
The Legal Counsel Le Conseiller juridique
(Under-Secretary-General for Legal Affairs)

juridiques)
Hans
Corell

United Nations, New York Organisation des Nations Unies
16 September 2002 New York, le 16 septembre 2002

RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO
PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA

Bogotá, D. C., 4 de mayo de 2005.
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

(Fdo.) Carolina Barco Isakson.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo sobre los Privilegios e In-
munidades de la Corte Penal Internacional”, hecho en Nueva York 
el 9 de septiembre de 2002.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1°
de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo sobre los Privilegios e Inmuni-
dades de la Corte Penal Internacional”, hecho en Nueva York, el 9 

de septiembre de 2002, que por el artículo primero de esta Ley se 
aprueba, obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione 
el vínculo internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su pu-
blicación.

Dada en Bogotá, D. C., a los …
Presentado al honorable Congreso de la República por el Ministro 

Ministro de Hacienda y Crédito Público.
El Ministro del Interior y de Justicia,

Sabas Pretelt de la Vega.

Carolina Barco Isakson.
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Alberto Carrasquilla.
RAMA EJECUTIVA DEL PODER PUBLICO

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA
Bogotá, D. C., 4 de mayo de 2005.
Aprobado. Sométase a la consideración del honorable Congreso 

Nacional para los efectos constitucionales.
(Fdo.) ÁLVARO URIBE VÉLEZ

(Fdo.) Carolina Barco Isakson.
DECRETA:

Artículo 1°. Apruébase el “Acuerdo sobre los Privilegios e In-
munidades de la Corte Penal Internacional”, hecho en Nueva Cork, 
el 9 de septiembre de 2002.

Artículo 2°. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 1°
de la Ley 7ª de 1944, el “Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunida-
des de la Corte Penal Internacional”, hecho en Nueva York el 9 de 
septiembre de 2002, que por el artículo 1° de esta ley se aprueba, 
obligará al país a partir de la fecha en que se perfeccione el vínculo 
internacional respecto del mismo.

Artículo 3°. La presente ley rige a partir de la fecha de su pu-
blicación.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

El Secretario General del Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Oscar Arboleda Palacio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Represen-
tantes,

Angelino Lizcano Rivera.
REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Comuníquese y cúmplase.
Ejecútese, previa revisión de la Corte Constitucional, conforme 

al artículo 241-10 de la Constitución Política.
Dada en Bogotá, D. C., a 31 de diciembre de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.

Fernando Araújo Perdomo.
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El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El artículo 233 de la Ley 599 de 2000 quedará 
así:

Artículo 233. Inasistencia alimentaria. El que se sustraiga sin 
justa causa a la prestación de alimentos legalmente debidos a sus 
ascendientes, descendientes, adoptante, adoptivo, cónyuge o com-
pañero o compañera permanente, incurrirá en prisión de dieciséis 
(16) a cincuenta y cuatro (54) meses y multa de trece punto treinta 
y tres (13.33) a treinta (30) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes.

La pena será de prisión de treinta y dos (32) a setenta y dos (72) 
meses y multa de veinte (20) a treinta y siete punto cinco (37.5) 
salarios mínimos legales mensuales vigentes cuando la inasistencia 
alimentaria se cometa contra un menor.

Parágrafo 1°. Para efectos del presente artículo, se tendrá por com-
pañero y compañera permanente únicamente al hombre y la mujer 
que forman parte de la Unión Marital de Hecho durante un lapso 
no inferior a dos años en los términos de la Ley 54 de 1990.

podrá aplicar el principio de oportunidad.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su sanción y promul-
gación y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

La Presidenta del honorable Senado de la República,

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Oscar Arboleda Palacio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Bogotá, D. C., a 31 de diciembre de 2007.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.
El Ministro de la Protección Social,

Diego Palacio Betancourt.

LEY 1181 DE 2007
(diciembre 31)

*   *   *

LEY 1182 DE 2008
(enero 8)

por medio de la cual se establece un proceso especial para el saneamiento de la titulación 
de la propiedad inmueble.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Objeto. Podrán sanearse, por medio del proceso especial 
establecido en la presente ley, los títulos que conlleven la llamada falsa 

en el sector urbano no sea superior a media hectárea y en el sector rural 
no sea superior a diez (10) hectáreas, siempre y cuando su precaria 
tradición no sea producto de violencia, usurpación, desplazamiento 
forzado, engaño o testaferrato y no esté destinado a cultivos ilícitos o 
haya sido adquirido como resultado de dichas actividades.

Artículo 2°. Autoridad competente. Concédese a los Jueces 
Civiles y Promiscuos Municipales competencia para adelantar el 
proceso especial que se regula en la presente ley, al cual se aplicará 
el procedimiento oral en lo pertinente y el principio de inmediación 
durarte el trámite del proceso.

Artículo 3°. Requisitos. Para la aplicación de este proceso especial 
se requiere lo siguiente:

a) Que el inmueble sometido a este proceso tenga título o títulos 
registrados durante un periodo igual o superior a cinco (5) años y 
cuya inscripción corresponda a la llamada falsa tradición;

b) Que el inmueble se posea materialmente, en forma pública, 

de Procedimiento Civil para la prescripción ordinaria, cinco (5) 
años;

-
vámenes y/o medidas cautelares vigentes;

d) Que el inmueble objeto del proceso conforme a lo previsto en 
las reglas y principios de la legislación agraria, no se halle sometido 
al régimen de la propiedad parcelaria establecido en la Ley 1152

e) Que con respecto al inmueble de que se trate no se haya ini-
ciado con anterioridad a la demanda alguno de los procedimientos 

baldíos indebidamente ocupados, deslinde de tierras de la Nación, 
o de las comunidades indígenas o afrodescendientes o delimitación 
de sabanas o playones comunales conforme a la legislación agraria, 

f) Que en tratándose de bienes de naturaleza agraria debe estar 
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Artículo 4°. Titular de la acción. Quien tenga título o títulos re-
gistrados que se enmarquen en la llamada falsa tradición, al tenor del 
artículo 7° del Decreto-ley 1250 de 1970 podrá, mediante abogado 
inscrito, presentar demanda por escrito ante el Juez Civil o Promiscuo 
Municipal, correspondiente a la ubicación del inmueble, para que, 
previa inspección al inmueble, sanee su titulación por providencia 

matrícula inmobiliaria correspondiente, como modo de adquirir.
Artículo 5°. Requisitos de la demanda. Toda demanda tendiente a 

la aplicación del proceso especial previsto en esta ley, deberá cumplir 
en general con los requisitos señalados por el artículo 75 del Código 

a) La designación del Juez a quien se dirija;

demandante;

d) Lo que se pretende;
e) La localización del inmueble, descripción con cabida y linde-

ros, nomenclatura si es urbano, y, si es rural, el nombre con el que 
se conoce en la región y sus colindantes actuales;

de derechos reales principales, donde pueden ser citados los colin-

y su apoderado. Si se ignora el lugar o dirección donde pueden ser 

prestado por la presentación del respectivo escrito;

pretensiones;
h) Los fundamentos de derecho;
i) La solicitud de los medios probatorios que hará valer el de-

mandante, especialmente la inspección al inmueble.
Artículo 6°. Anexos. A la demanda deberá adjuntarse la cer-

d) y e) del artículo 3° de la presente ley. Igualmente deberá 
-

hábiles para hacerlo, so pena de incurrir en falta grave.
Artículo 7°. Condiciones de procedibilidad. Para la aplicación 

del proceso especial de saneamiento de la titulación, se requiere 
que la propiedad inmueble cumpla las siguientes condiciones, las 
cuales deberán declarase bajo la gravedad de juramento en la pre-
sentación de la demanda:

(i) Que los bienes inmuebles no sean imprescriptibles o de uso 
público, inembargables, o no enajenables ni de los señalados en 
los artículos 63, 72, 102 y 332 de la Constitución Política, y en 
general, cuando se trate de bienes cuya apropiación, posesión u 
ocupación, según el caso, se halle prohibida o restringida por la 
Constitución o la ley;

(ii) Que el inmueble no se encuentre ubicado en las zonas declaradas 
de inminente riesgo de desplazamiento o de desplazamiento forzado, en 
los términos de la Ley 387 de 1997 y sus reglamentos y demás normas 

(iii) Que no haga parte de urbanizaciones o desarrollos que no 
cuenten con los requisitos legales;

(iv) Que el inmueble objeto del proceso no se encuentre ubicado 
en las áreas o zonas que se señalan a continuación:

-
cadas en el Plan de Ordenamiento Territorial y en los instrumentos 

la Administración Municipal, Distrital o el Departamento Archi-
piélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina.

• Las zonas de cantera que hayan sufrido grave deterioro físico, 
hasta tanto adelanten un manejo especial de recomposición geomor-
fológica de su suelo que las habilite para el desarrollo urbano.

• Las construcciones que se encuentren total o parcialmente en 
terrenos afectados en los términos del artículo 37 de la Ley 9ª de 
1989.

Artículo 8°.  Presentada la 

o rechazo.
La admisión o rechazo de la demanda se sujetará a lo preceptuado 

en el Código de Procedimiento Civil.
En el auto admisorio de la demanda, el juez ordenará su inscrip-

del mismo al titular o titulares de derechos reales que aparezcan en 

de todos los colindantes del inmueble o inmuebles sometidos a sa-

de Procedimiento Civil para continuar con el trámite respectivo.
Si los colindantes no concurren a la citación, se entenderá que 

no tienen interés en el asunto.
Artículo 9°. Diligencia de inspección. Cumplido el trámite 

precedente y dentro de los diez (10) días siguientes, el Juez 
-

demandante.

no se presenta o no suministra los medios necesarios para practicarla, 
no podrá llevarse a cabo. El demandante, dentro de los tres (3) días 

inasistencia o incumplimiento. El Juez las evaluará y determinará si 

con multa equivalente al pago de un salario mínimo legal mensual 

sin perjuicio de que se pueda presentar nueva demanda.
Parágrafo 1°. Si por alguna circunstancia el Juez que practica 

cabida, suspenderá la diligencia y ordenará la práctica de las pruebas 

Parágrafo 2°. Si de la inspección resultaren inconsistencias en 
la cabida y linderos del inmueble, por tratarse de parte del mis-
mo, por cambios de los cauces de los ríos, por la construcción de 
carreteras, o por cualquier otra circunstancia ajena a la voluntad 

plenamente el inmueble y solucionar las inconsistencias que se 
hubieren presentado. Una vez individualizado, se actualizarán 
sus cambios en el respectivo folio de matrícula inmobiliaria si lo 
tuviere, de lo contrario se asignará un folio nuevo.

-

referidas a la red geodésica nacional. Para los inmuebles rurales si 
no fuere posible se hará mediante presentación de un plano en el 
cual se determine la descripción, cabida y linderos, elaborado por 
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la autoridad catastral o por un topógrafo, agrimensor o ingeniero 
con matrícula profesional vigente.

Parágrafo 4°. Si en la diligencia de Inspección Judicial el Juez 
encuentra acreditada la destinación del inmueble a actividades 

Artículo 10. Oposición. Como oposición a las pretensiones 
del demandante, se tendrán en cuenta las objeciones relacionadas 
con la propiedad, la posesión, la violación de normas jurídicas, el 
desplazamiento forzado o cualquier forma de violencia o engaño o 
testaferrato, las cuales podrán plantearse oralmente en la diligencia 

-
ción se formula, el Juez oirá a las partes y fomentará la conciliación. 
Lograda esta, continuará el proceso. En todo caso, la audiencia es-
pecial se celebrará dentro de los cinco (5) días siguientes a la fecha 

partes no concilian sus diferencias el proceso se archivará.
Parágrafo 1°. En esta diligencia, se plantearán todas las objecio-

nes que hubiere en contra del saneamiento de títulos, especialmente 

otra forma de violencia o engaño, o testaferrato. Demostrada una 
de estas objeciones, el juez se abstendrá de ordenar el saneamiento 

Parágrafo 2°. Si por alguna circunstancia debidamente justi-

a la diligencia de inspección, el Juez dentro de los cinco (5) días 
siguientes a esta, convocará la audiencia especial para valorar 
pruebas, y llamará a conciliar.

Parágrafo 3°. El opositor estará legitimado para participar en la 
audiencia de conciliación siempre que ejerza algún derecho real 
sobre el bien objeto del proceso, el cual deberá ser debidamente 
acreditado, la conciliación únicamente podrá versar sobre el ejer-
cicio del respectivo derecho.

Artículo 11. Acta de inspección y decisión. Si en la diligencia de 

hubiere oposición, se dejará constancia en el acta, con base en la 
cual el Juez proferirá inmediatamente providencia de saneamiento 

Artículo 12. Recursos. Contra la providencia que ordena el sa-
neamiento de la propiedad, procederá el recurso de apelación ante 
el Juez Civil del Circuito del Distrito Judicial con competencia en 
el lugar de localización del inmueble.

Artículo 13.  Conforme a las dispo-
siciones pertinentes del Código de Procedimiento Civil, la persona 
desplazada por la violencia que no pudo oponerse al saneamiento 
de la propiedad, podrá solicitar en cualquier tiempo la nulidad de 
pleno derecho de la sentencia ejecutoriada, ante el juez que conoció 
del proceso, tendiente a demostrar que la posesión del bien cuyo 
saneamiento se ordenó tuvo origen en ese desplazamiento. Si las 
demuestra, se declarará la nulidad de la mencionada providencia 
mediante auto susceptible del recurso de apelación ante el juez del 
circuito correspondiente.

Este recurso, también podrá proponerse cuando a través de la 
sentencia se haya saneado algún bien sobre el cual, según esta 
misma ley, no se podía adelantar el proceso.

Artículo 14. Honorarios. Los honorarios del apoderado del de-

tres (3%) por ciento del avalúo catastral del inmueble, suma que en 
ningún caso podrá ser inferior a un (1) salario mínimo legal men-

avalúo y un mínimo del 50% de un salario mínimo legal mensual 
vigente.

Artículo 15. Derechos de registro. Previa cancelación de los 
derechos de registro que se liquidarán como acto sin cuantía, la 

produce efectos erga omnes y se registrará en el folio de matrícula 
inmobiliaria correspondiente para que cumpla todos los efectos 
de modo de adquirir, publicidad, medio de prueba y seguridad 
jurídica.

Artículo 16. Aplicación retrospectiva de la ley. El interesado o 
interesados que hubieren cumplido con los requisitos consagrados 
en esta ley antes de su entrada en vigencia, podrán acogerse al 
procedimiento previsto en la misma, sin perjuicio de que quien sea 
demandado, pueda oponerse a la pretensión.

Artículo 17. Vigencia. Esta ley empieza a regir seis meses 
después de su promulgación y deroga todas las disposiciones 
que le sean contrarias.

Atentamente,
La Presidenta del honorable Senado de la República,

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Oscar Arboleda Palacio.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Angelino Lizcano Rivera.

REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y ejecútese.
Dada en Bogotá, D. C., a 8 de enero de 2008.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro del Interior y de Justicia,

Carlos Holguín Sardi.
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Territorial,

Andrés Felipe Arias Leiva.
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